
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / DESISTIMIENTO TÁCITO EN ACCIONES POPULARES / NO PROCEDE DESDE EL 1º DE DICIEMBRE DE 2018 / EVOLUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA SOBRE LA MATERIA.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. (…)
Sigue, en consecuencia, según se desprende de la crítica, aludir a un defecto material o sustantivo, del que se ha dicho “En ese orden de ideas, se está ante un defecto material o sustantivo cuando el juez basa su decisión en una norma que no es aplicable al caso por impertinente, no estar vigente, ser inexistente, haber sido declarada inexequible u otorgarle efectos distintos a los señalados en la ley. Además, para que se configure este yerro, dichas circunstancias deben tornar irrazonable la interpretación judicial, no sistemática o incluso, contraria a la ley.”, comoquiera que se pone en entredicho la aplicación que al artículo 317 del C.G.P., le dio la funcionaria encartada. (…)
Sucede en este caso concreto una cuestión particular. Recientemente, mediante sentencia del 7 de noviembre del año 2018, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia cambió su doctrina, en torno al desistimiento tácito, para decir que esa sanción, prevista en el artículo 317 del C.G.P., es inaplicable en el trámite de las acciones populares, por tratarse de la defensa de derechos colectivos y teniendo en cuenta las consecuencias que ello engendra. (…)
Luego, en sentencia del 21 de enero de este año, la misma Corporación estableció desde cuándo tiene efectos ese nuevo criterio; en tal sentido dispuso que sería a partir del 1° de diciembre del año anterior; el fundamento de esa decisión fue el siguiente: 

“Conviene precisar, si bien esta Sala varió recientemente su postura en torno al desistimiento tácito decretado en acciones populares, señalando su improcedencia
, dicho pronunciamiento no se extiende al caso estudiado.

“Lo acotado por cuanto, (i) la juez atacada concluyó el pleito con la figura enunciada cuando el otrora criterio de esta Corte no había sido modificado; y (ii) porque los efectos interpartes de las decisiones de tutela sólo tienen aplicación en casos idénticos y respecto de circunstancias fácticas posteriores a su proferimiento…”

Con esa claridad, la particularidad de este caso viene porque, cuando el despacho accionado decretó el desistimiento tácito, el 10 de octubre del 2018, imperaba el criterio de que era atendible que la mentada figura tuviera cabida en la acciones populares; empero, cuando resolvió la reposición, el 18 de diciembre de ese mismo año, estaba ya vigente la nueva doctrina en la que se señala la improcedencia de la misma. 
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Acta N° 55 del 18 de febrero del 2019  

  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el Banco Colpatrtia Multibanca Colpatria S.A., la Oficina de Control Físico de la Alcaldía de Pereira, la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación regionales de Risaralda. 




ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, por la vulneración de los derechos que denominó “arts 13, 83, 29, 209 CN, CARTA IBEROAMERICANA DE USUARIOS DE JUSTICIA, DEBIDO PROCESO, DERECHO DE DEFENSA, SEGURIDAD JURÍDICA”, dentro del trámite de la acción popular con radicado “2015-450”.

Expuso que en el aludido proceso, el despacho “decret[ó] desistimiento t[á]cito y archiva, la acción Constitucional de impulso oficioso, art 5 ley 472 de 1998, OPONIÉNDOSE ABIERTAMENTE A LO Q MANDA LA LEY ESPECIAL Y AUTÓNOMA REFERIDA” (sic).
Esta acción se radicó inicialmente en esta Sala, fue rechazada y se ordenó su remisión al superior funcional, por encontrase esta Colegiatura relacionada en el extremo pasivo del escrito tutelar; luego, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia la hizo retornar porque:
“(…) al ser el objeto de la queja constitucional exclusivamente las actuaciones del citado Despacho judicial, la competencia corresponde, en primer grado, a la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, de acuerdo al parámetro normativo de marras.

Cabe resaltar que la concreta decisión cuestionada es que el «[aquo] decretó desistimiento tácito y archiva la acción constitucional [2015-450] de impulso oficioso [...] oponiéndose abiertamente a lo que manda la ley [...]», lo cual comporta que el único accionado es el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, máxime cuando del líbelo genitor no se observa un reproche concreto, por el contrario, la afirmación allí contenida es de carácter genérico, que no da lugar a conocimiento por parte de esta Corporación, pues si bien pretende se tutele al Tribunal Superior de Pereira, lo cierto es, que no enfila la inconformidad frente a una Acción Popular específica.

Corolario de lo expuesto, en esta sede es objeto de análisis, únicamente, lo que se pretende frente al Juzgado Tercero Civil del Circuito local, esto es, que “Se ORDENE a la juez tutelada q decrete nulidad del auto que termina mi acción popular por desistimiento tácito y se le ordene dar impulso oficioso a mi acción Constitucional, amparado art 5 ley 472 de 1998” y que “Se ORDENE aplicar art 84 ley 472 de 1998 por la autoridad q corresponda, YA Q NUNCA SE APLICA Y SOLO ES LETRA MUERTA EN LA LEY 472 DE 1998”.




Con ese preámbulo en esta sede se dispuso el trámite respectivo, del juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en la demanda y se ordenaron las citadas vinculaciones. 
Compareció el municipio de Pereira, por conducto de apoderado judicial y se atuvo a lo probado en este trámite.





La representante legal para asuntos judiciales de Scotiabank Colpatria S.A. (antes Colpatria Multibanca Colpatria S.A.), dijo que las actuaciones del despacho estaban revestidas de legalidad, adujo que el accionante al pretender la nulidad de los autos que reprocha, por medio de la acción de tutela, va en contra del principio de subsidiaridad que la rige; solicitó declarar la improcedencia del amparo. 




El Juzgado remitió las copias solicitadas.
El Procurador Regional de Risaralda, manifestó que su función está encaminada a la defensa y protección de los derechos colectivos, situación que será verificada en el correspondiente pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el proceso. 

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, bajo la premisa principal de que el Juzgado, en contravía de lo reglado en la ley 472 de 1998, decretó el desistimiento tácito en la acción popular de la referencia. 





Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.  





Para la Sala, los presupuestos generales de procedibilidad se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; se hizo uso oportunamente del recurso de reposición contra el auto del 10 de octubre del año que avanza, por medio del cual se decretó el desistimiento tácito en la acción popular; esa impugnación fue resuelta mediante auto del 18 diciembre del año 2018, con lo cual se cumple con el presupuesto de inmediatez; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante a la funcionaria, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela.

Sigue, en consecuencia, según se desprende de la crítica, aludir a un defecto material o sustantivo, del que se ha dicho “En ese orden de ideas, se está ante un defecto material o sustantivo cuando el juez basa su decisión en una norma que no es aplicable al caso por impertinente, no estar vigente, ser inexistente, haber sido declarada inexequible u otorgarle efectos distintos a los señalados en la ley. Además, para que se configure este yerro, dichas circunstancias deben tornar irrazonable la interpretación judicial, no sistemática o incluso, contraria a la ley.”
, comoquiera que se pone en entredicho la aplicación que al artículo 317 del C.G.P., le dio la funcionaria encartada.





Aquí la queja deviene de la decisión que tomó el juzgado, de dar por terminado el proceso por desistimiento tácito: 





Lo sucedido en el proceso, objeto de estudio, se resume de la siguiente manera
:




1. Con auto del 13 de agosto del año 2015 se admitió la demanda y entre las órdenes que se impartieron, hubo una dirigida al promotor para que avisara a la comunidad sobre el inicio de la acción popular por medio de un medio masivo de comunicación del lugar donde ocurre la presunta vulneración de derechos colectivos, ese auto fue recurrido, empero el recurso fue despachado desfavorablemente.





2. Con auto del 22 de junio del 2018 el juzgado, en virtud de lo consagrado en el artículo 317 del Código General del Proceso, requirió a la parte actora para que cumpliera con la citada carga; el señor Arias Idárraga intervino para exigir que dicha comunicación se surtiera por medio de la página web de la rama judicial, sin embargo esa solicitud se desestimó porque el demandante está en la obligación de asumir ciertas cargas procesales, entre ellas, la deprecada por el despacho.  




3. Finalmente, como el requerimiento fue incumplido con auto del 9 de octubre del 2018 el juzgado decretó la terminación del proceso por desistimiento tácito, contra ese auto se alzó el accionante.





4. La impugnación fue resuelta desfavorablemente el 18 de diciembre siguiente y en ella el juzgado esgrimió: 





“(…)





El argumento del quejoso se basa en el hecho de que se debe declarar la nulidad del auto que decreto el desistimiento tácito y esto debido a que el Despacho la utiliza cuando es una figura inexistente y no aplicable en esta clase de trámites. Dice que este actuar constituye una renuencia e incumplimiento de los mandatos de los artículos 5 y 84 de la Ley 472 de 1998.





El anterior argumento no es compartido por este Estrado judicial por las siguientes razones de orden legal:





El artículo 314 inciso 2 del C.G.P. dice “El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en todos aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento producirá los mismos efectos de aquella sentencia." y por su lado el artículo 317 numeral 2 literal f del C.G.P. dice “El decreto del desistimiento tácito no impedirá que se presente nuevamente la demanda transcurridos seis (6) meses contados desde la ejecutoria de la providencia que así lo haya dispuesto o desde la notificación del auto de obedecimiento de lo resuelto por el superior...”.





Como se desaprende de las normas antes descritas el desistimiento del artículo 314 no es aplicable a esta clase de asuntos, ya que se están debatiendo derechos colectivos los cuales están en cabeza de la comunidad en general y no oficios dirigidos a las autoridades del orden Territorial encargadas por velar de que los espacios públicos y privados con acceso al público en general cumplan con las regulaciones que protegen los derechos colectivos, los dirigidos a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público la protección y los diferentes autos y providencias, dictadas requiriéndolo para despliegue las actividades legales que le corresponde, son prueba de la actuación diligente que adelanta el Juzgado para llevar a buen fin la acción; contrarío a lo realizado por el actor popular quien pretende que todo lo haga el Despacho y no colaborar con la administración de justicia para evacuar las cargas propias de la parte actora.





(…)”





Sucede en este caso concreto una cuestión particular. Recientemente, mediante sentencia del 7 de noviembre del año 2018
, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia cambió su doctrina, en torno al desistimiento tácito, para decir que esa sanción, prevista en el artículo 317 del C.G.P., es inaplicable en el trámite de las acciones populares, por tratarse de la defensa de derechos colectivos y teniendo en cuenta las consecuencias que ello engendra. Razonó así; 

…debido a la naturaleza de los derechos que se debaten en este tipo de acciones, no puede tener cabida la aplicación del artículo 317 del Código General del Proceso, es decir, que pueda terminarse el proceso de forma anormal por la presunta negligencia de quien la inició, cuando lo que se intenta proteger es el interés de toda una comunidad, en perjuicio de sus integrantes.  

Máxime, cuando se advierte que de conformidad con el artículo 5º de la ley 472 de 1998, es obligación del juez de conocimiento impulsar oficiosamente la acción, lo cual implica que si en el curso de la misma se presentan obstáculos que obstruyen su eficaz y preferencial desarrollo, debe adoptar las medidas procesales necesarias para removerlos, pues se trata de un asunto prevalente cuya comunicación a los posibles beneficiarios de la orden que se imparta, no puede convertirse en una barrera para adelantarlo.

Y es que siendo la acción popular un mecanismo de estirpe constitucional, instituido para la protección de los derechos fundamentales de las colectividades (Art. 2º, Ley 472 de 1998), de ahí que esté consagrado como una herramienta preferente (Art. 6º, ejusdem), su trámite y resolución no pueden quedar supeditados a la realización de ciertos actos procesales por parte de los sujetos procesales intervinientes (Art. 5º, inc. 3º, ibídem), porque en virtud de sus facultades oficiosas, el juzgador está en el deber de adoptar los correctivos que estime necesarios para continuar con su curso normal.

No en vano el legislador impuso al funcionario a cargo de las diligencias, la obligación de «…impulsarla oficiosamente y producir decisión de mérito so pena de incurrir en falta disciplinaria, sancionable con destitución».





Luego, en sentencia del 21 de enero de este año
, la misma Corporación estableció desde cuándo tiene efectos ese nuevo criterio; en tal sentido dispuso que sería a partir del 1° de diciembre del año anterior; el fundamento de esa decisión fue el siguiente: 




Conviene precisar, si bien esta Sala varió recientemente su postura en torno al desistimiento tácito decretado en acciones populares, señalando su improcedencia
, dicho pronunciamiento no se extiende al caso estudiado.





Lo acotado por cuanto, (i) la juez atacada concluyó el pleito con la figura enunciada cuando el otrora criterio de esta Corte no había sido modificado; y (ii) porque los efectos interpartes de las decisiones de tutela sólo tienen aplicación en casos idénticos y respecto de circunstancias fácticas posteriores a su proferimiento.





De conformidad con el artículo 4 de la Ley 169 de 1896 la Corte puede variar su doctrina en caso de que juzgue erróneas las decisiones anteriores, o apartarse de ella cuando las circunstancias lo exijan o lo estime necesario para adecuar sus criterios al Estado Constitucional y Social de Derecho o para proteger las garantías fundamentales.





De tal modo que el juez se puede separar de una doctrina exponiendo clara y razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión. En el caso, esta Corte se apartó de su doctrina hasta entonces vigente, exponiendo los motivos ilustrativos y demostrativos para ello. 





Sin embargo, un cambio no puede generar sobresaltos, ambivalencias, crisis, desestabilizando un sistema jurídico o la situación social de un país o de una comunidad, aniquilando lo ya juzgado y sentenciado. No. Por la seguridad jurídica y la confianza legítima se impone la prudencia y el respeto al pasado y a lo ya juzgado, cuando no está en juego la libertad del ser humano.  Por esta razón la doctrina ahora adoptada no procura menoscabar los derechos adquiridos con justo título ni sembrar el desconcierto.





Por esa razón se dejarán intactas las situaciones consolidadas al estar ya sentenciadas con cosa juzgada, que de removerse quedarían incursas en causal de nulidad, consistente en “(…) reviv[ir] un proceso legalmente concluido (…)
”; de modo que la nueva doctrina se aplicará desde su adopción el 1º de diciembre de 2018 en sentido genérico.





Con esa claridad, la particularidad de este caso viene porque, cuando el despacho accionado decretó el desistimiento tácito, el 10 de octubre del 2018, imperaba el criterio de que era atendible que la mentada figura tuviera cabida en la acciones populares; empero, cuando resolvió la reposición, el 18 de diciembre de ese mismo año, estaba ya vigente la nueva doctrina en la que se señala la improcedencia de la misma. 




Como así sucedió, es clara la trasgresión al derecho fundamental al debido proceso del que es titular el accionante y la incursión del juzgado en el defecto sustantivo al que se hizo referencia en líneas precedentes, habida cuenta de que la funcionaria pasó por alto el nuevo razonamiento de la alta Corporación, que se hizo público desde el 1° de diciembre del año anterior, cuando tuvo la posibilidad de reconsiderar su posición, dado el recurso que estaba por resolver.    
Corolario de lo expuesto se concederá el amparo para dejar sin efecto el auto por medio del cual se decretó el desistimiento tácito y todas las actuaciones de él derivadas, en el proceso de marras y en consecuencia se ordenará continuar con el trámite  de la acción popular atendiendo los parámetros establecidos en esta providencia.  





Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte transgresión alguna a los derechos fundamentales de la solicitante. 

Para aludir a la nulidad elevada por el accionante en su escrito introductorio, por cierto sin que se hubiera surtido ningún trámite, lo que por sí solo la lleva al fracaso, se le remite a las constancias de notificación que reposan en el cartulario, que dan cuenta de la citación a todos los interesados en este asunto, que son los intervinientes en las acciones populares de marras, que se adelantaron en el Juzgado accionado; por ello y ya que se evidencia que han sido citados todos en debida forma, se rechazará la nulidad invocada.  




DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONCEDE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra  el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira.

En consecuencia, se dejan sin efecto el auto por medio del cual se decretó el desistimiento tácito y todas las actuaciones de él derivadas, en el proceso con radicado 2015-00450-00 y se ordena a la autoridad accionada que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, continúe con el trámite de la acción popular atendiendo los parámetros establecidos en esta providencia.  

Se absuelve a los demás vinculados. 

Se rechaza la nulidad invocada.
Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

A su regreso, si no se requirieran más trámites, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA

      Ausencia justificada



        Salvamento de voto 

 



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia STC14483.


� Sentencia C-543-92


� Sentencia T-031/18


� Copia digital del expediente puede encontrarse en el disco compacto visible a folio 24 del expediente.


� Sentencia STC14483.


� STC236-2019


� Sentencia STC14483.


� Tal como lo consagraba el numeral 3° del art. 140 del CPC, hoy 2° de la regla 133 del CGP.
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